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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN SEGUNDA – SUBSECCIÓN “A”
CONSEJERO PONENTE: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN

Bogotá D.C., cinco (5) de septiembre de dos mil doce (2012).

Radicación No. 08001233100020120022002

Actor: RITA MARÍA POLO ZAMBRANO

Demandado: U.A.E. DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL UGPP. 

ACCIÓN DE TUTELA – CONSULTA DESACATO

Conoce la Sala en grado jurisdiccional de consulta, la decisión proferida por el Tribunal Administrativo del Atlántico en el auto interlocutorio de 16 de julio de 2012, que decidió el incidente de desacato propuesto por la señora Rita María Polo Zambrano contra la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP.

La providencia en consulta resolvió:

“PRIMERO.- Declarar que el señor Subdirector Jurídico Pensional de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, ha incurrido en desacato a la ordenación impartida en el fallo de Tutela de 16 de abril de 2012, proferida por esta Corporación Judicial.
SEGUNDO.- Sancionar al Señor Subdirector Jurídico Pensional de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, con pena de arresto por tres (3) días y multa equivalente a cinco (5) salarios mínimos mensuales legales vigentes.”.

La situación fáctica que originó la sanción a la autoridad accionada presenta los siguientes: 

1. Antecedentes procesales.

1.1. La señora Rita María Polo Zambrano, actuando en nombre propio y en el de su menor hijo Jorge Daniel Miranda Polo, interpuso acción de tutela contra el Ministerio de la Protección Social – G.I.T. – para la Gestión del Pasivo Social de Puertos de Colombia y la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, solicitando la protección de sus derechos fundamentales de petición, mínimo vital, salud y vida digna, y que en consecuencia, se les reconociera la pensión de sobrevivientes, con ocasión del fallecimiento de su esposo, el señor Jorge Isaac Miranda Miranda (q.e.p.d.), quien en vida disfrutaba de dicha prestación.
1.2. De la acción constitucional conoció en primera instancia el Tribunal Administrativo del Atlántico, quien en sentencia de 16 de abril de 2012 otorgó protección al derecho fundamental de petición (Fls.3-11), disponiendo: 

“PRIMERO.- AMPARAR el Derecho Constitucional Fundamental de Petición de la señora RITA MARÍA POLO ZAMBRANO, por las razones expuestas en la parte motiva de esta providencia.

SEGUNDO.- ORDENAR al Subdirector Jurídico Pensional de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP, que en el término perentorio de ocho días contados a partir de la notificación de la presente sentencia, de respuesta de fondo a la petición presentada por ella el día 3 de marzo de 2011.

TERCERO.- DENEGAR el amparo de los Derechos fundamentales al Mínimo Vital, Salud y Vida Digna, invocados como vulnerados por la accionante, por las razones expuestas en las consideraciones de esta sentencia”.

1.3. La anterior decisión fue confirmada por la Subsección “A” de la Sección Segunda del Consejo de Estado, mediante sentencia de 28 de mayo de 2012. 

1.4. A través de escrito presentado el 25 de junio de 2012 ante el Tribunal Administrativo del Atlántico, la señora Rita María Polo Zambrano promovió incidente de desacato en contra de la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, aduciendo que hasta el momento de presentación del escrito, dicha entidad no había dado cumplimiento a lo ordenado desde el 16 de abril de 2012, que actualmente cuenta con 63 años de edad, que su estado de salud es precario y que no percibe pensión de ninguna naturaleza. (Fls.1-2).

1.5. Por auto de 27 de junio de 2012, se corrió traslado por 3 días del incidente propuesto al Ministro de la Protección Social – Coordinador del Área de Pensiones GIT y al Subdirector Jurídico Pensional de la U.A.E. UGPP como autoridades presuntamente incumplidas, para que acataran la orden de 16 de abril, so pena de dar inicio al respectivo proceso disciplinario contra los responsables del incumplimiento. (Fl. 14).

1.6. Mediante escrito radicado en el Tribunal el 10 de julio de 2012, la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, le solicitó abstenerse de iniciar el incidente de desacato, en razón de que se encontraba realizando las gestiones pertinentes con el fin de cumplir lo ordenado. (Fls.19-21).

Informó en síntesis, que esa entidad recibió la documentación relacionada con la solicitud de reconocimiento de pensión de sobreviviente de la actora, y que actualmente culminó la etapa de verificación y autenticidad de los documentos; que el expediente fue remitido al área de determinaciones, para que se resolviera la solicitud mediante acto administrativo, razón por la cual, deprecó la concesión de un término prudencial para proceder de conformidad.

1.7. Por medio de auto interlocutorio de 16 de julio de 2012, el Tribunal Administrativo del Atlántico, declaró, que el Subdirector Jurídico Pensional de la Unidad Administrativa Especial de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, había incurrido en desacato del fallo de tutela proferido por esa Corporación, razón por la cual, le impuso sanción equivalente a pena de tres (3) días de arresto y multa de cinco (5) salarios mínimos legales mensuales vigentes. (Fls.23-28).

Para fundamentar la sanción, el a quo sostuvo, que si bien la entidad accionada manifestó que estaba en proceso de darle cumplimiento a la orden de tutela, y que la solicitud de reconocimiento de pensión, después de un año de haber sido presentada se encontraba en la etapa de determinación de los derechos; lo cierto era, que no obraba prueba de que dicha información le hubiera sido suministrada a la incidentalista, lo que consideró razón suficiente para configurar el desacato por parte de la entidad.

1.8. A través de escrito radicado ante el Consejo de Estado el 16 de agosto de 2012, el Subdirector Jurídico Pensional de la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, solicitó la revocatoria de la sanción impuesta, por presentarse un hecho superado. (Fls.35-41.).

Apoyó su petitorio, en la expedición de la Resolución No.RDP 007251 de 9 de agosto de 2012, por medio del cual la Subdirectora de Determinación de Derechos de la UGPP reconoció y ordenó el pago de la pensión de sobreviviente, con ocasión del fallecimiento del señor Jorge Isaac Miranda Miranda, a la señora Rita María Polo Zambrano y a Jorge Daniel Miranda Polo. Para ello, acompañó la documentación correspondiente, incluyendo copia del mentado acto y el oficio a través del cual, se citó a la señora Rita María para que se notificara del mismo.

En atención a lo expuesto, la Sala procederá a realizar las siguientes, 

CONSIDERACIONES
1. Cuestión previa. 

Antes de analizar el asunto puesto a consideración de este juez constitucional, debe aclararse, que el objeto del presente estudio no consiste en retrotraer las actuaciones surtidas en el trámite de tutela al punto de emitir un nuevo pronunciamiento sobre la procedencia de la acción; la finalidad del procedimiento incidental de desacato y el grado jurisdiccional de consulta que se surte en caso de sanción, se contrae a la verificación de un incumplimiento total o parcial de una orden de tutela y a analizar si la sanción impuesta es la correcta. Ello comprende corroborar que no se ha presentado una violación de la Constitución o de la ley, y asegurar que la sanción es adecuada, dadas las circunstancias específicas de cada caso, en aras de prohijar el goce efectivo del derecho tutelado por la sentencia. 

En el evento en que el juez en consulta encuentre que no ha habido incumplimiento o que no se configura responsabilidad subjetiva, no procede la sanción por desacato.

Realizadas las anteriores precisiones, se analizarán los supuestos del caso. 

2. De la orden de tutela y la autoridad obligada a cumplirla.

De acuerdo con la parte resolutiva de la providencia presuntamente desacatada, se tiene que el Tribunal Administrativo del Atlántico mediante sentencia de 16 de abril de 2012 protegió el derecho fundamental de petición de la señora Rita María Polo Zambrano, y en consecuencia, ordenó 1) al Subdirector Jurídico Pensional de la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales UGPP, señor Salvador Ramírez López, 2) que dentro de los 8 días siguientes a la notificación de la decisión, 3) diera respuesta de fondo a la petición por ella presentada el día 3 de marzo de 2011.  

3. Del cumplimiento de la orden impartida por el juez constitucional por parte de la autoridad accionada.

En este punto vale la apena advertir, que la decisión de primera instancia fue impugnada en tiempo por parte de la entidad entutelada, hecho del que es posible inferir, que el obligado a satisfacer la orden fue notificado adecuadamente y que conoció el contenido del fallo, respecto del que manifestó oportunamente su oposición.

Ahora bien, de los informes y documentos allegados por el Subdirector Jurídico Pensional de la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, es posible establecer, que la obligación endilgada mediante fallo de tutela a esa entidad, se encontraba anteriormente radicada en el otrora Ministerio de la Protección  Social – G.I.T. – para la Gestión del Pasivo Social de Puertos de Colombia.

Sin embargo, con ocasión de la expedición de la Ley 1444 de 4 de mayo de 2011 (Art.6º)
 se escindieron del Ministerio de la Protección Social, los objetivos y funciones asignadas al Viceministro de Salud y Bienestar y los temas relacionados con el mismo, así como las funciones fijadas al Viceministerio Técnico. De esta forma se reorganizó dicha Cartera, y se le dio la denominación de Ministerio del Trabajo.
Por otra parte, se creó el Ministerio de Salud y Seguridad Social, al cual le fueron atribuidos los objetivos y funciones escindidos del Ministerio de la Protección Social, aspectos que a su vez fueron delimitados por el Decreto 4107 de 2 de noviembre de 2011
.

Para lo que interesa al sub examine, el artículo 63 de la normativa precitada, estableció lo siguiente:

“ARTÍCULO 63. RECONOCIMIENTO Y PAGO DE PENSIONES. 

Las pensiones que se encuentran a cargo del Ministerio de la Protección Social correspondientes a los ex trabajadores de Prosocial y Foncolpuertos, seguirán siendo reconocidas por el Ministerio de Salud y Protección Social, hasta tanto la Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, UGPP, asuma su reconocimiento en los términos de los artículos 1o y 2o del Decreto 169 de 2008. El pago de las obligaciones correspondientes a los ex trabajadores de Foncolpuertos, se continuará realizando a través del Fondo de Pensiones Públicas del Nivel Nacional, Fopep. 

A partir del 1o de diciembre de 2011, la Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, UGPP, deberá asumir el reconocimiento de las pensiones a cargo del Grupo Interno de Trabajo para la gestión del Pasivo Social de Puertos de Colombia; para ello deberá definir el plan de trabajo y entrega en conjunto con el Ministerio de Salud y Protección Social para garantizar la continuidad de los procesos que se recibirán, para que la Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, UGPP, culmine su desarrollo. En caso de que al 1o de diciembre de 2011 no haya cumplido con el plan de trabajo acordado, se levantará un acta del estado en que se entrega y recibe. Las demás reclamaciones no pensionales que se encuentran a cargo de este Grupo continuarán siendo atendidas por el Ministerio de Salud y Protección Social. 

La Unidad de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social, UGPP, deberá asumir el reconocimiento de las pensiones a cargo del Grupo Interno de Trabajo para la Gestión del Pasivo Social de Puertos de Colombia, en los mismos términos en que este los venía adelantando, especialmente en los de los artículos 1o, 3o, 5o, 6o, 7o, 8o, 9o y 10 del Decreto 1211 de 1999; dicha asunción se hará con arreglo a la estructura y la distribución interna de competencia de la UGPP. 

El orden secuencial de que trata el artículo 3o del Decreto 1211 de 1999, se dividirá entre obligaciones laborales y pensionales y se resolverá respetando el orden secuencial adoptado por el Grupo Interno de Trabajo para la Gestión del Pasivo Social de Puertos de Colombia.” (Destaca la Sala).

De la normativa transcrita es posible establecer, que para el momento en que se instauró el derecho de petición que dio lugar al fallo de primera instancia,  (3 de marzo de 2011), la autoridad competente para darle alcance, era el G.I.T. para la Gestión del Pasivo Social de Puertos de Colombia, pues fue sólo hasta el 1º de diciembre de 2011, que las competencias a éste asignadas respecto de reconocimiento de pensiones, fueron asumidas por la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP.

En virtud de dicha transición administrativa, tal como lo expresó el Subdirector Jurídico Pensional de la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, la determinación de derechos en sede administrativa, debía (y debe) someterse a un estudio integral y surtir unas etapas, de conformidad con los turnos de radicación, que se delimitan así:

1. Digitalización e indexación documental.

2. Unificación y completitud del expediente.

3. Estudio y verificación de autenticidad de los documentos.

4. Determinación de los derechos que correspondan de conformidad con la solicitud, esto es, proyección y aprobación del acto administrativo que resuelva de fondo la solicitud prestacional.

5. Notificación.

6. En caso de existir derecho, reporte e inclusión en nómina de pensionados.

Ciertamente, el estudio de cada uno de los casos sometidos a examen requiere de algún tiempo, que en determinados eventos puede ser más o menos extenso. En el asunto concreto, la solicitud pensional elevada por la tutelante en el mes de marzo de 2011 ante el G.I.T. y trasladada posteriormente a la U.A.E. UGPP, surtió un pausado proceso; tanto así, que para el momento en que elevó el recurso constitucional y se emitió fallo de primera instancia, habían transcurrido aproximadamente 13 meses, y para la fecha en que se instauró el incidente de desacato, 15 meses
, sin que tuviera conocimiento del estado de su requerimiento, pues no se le brindó respuesta alguna. Sólo 4 meses después de emitido el fallo de primer grado, fue expedido el acto administrativo por medio del cual se reconoció y ordenó el pago de la pensión de sobrevivientes a la tutelante y a su menor hijo.

Las circunstancias antes descritas permiten afirmar, que la orden del Tribunal Administrativo del Atlántico no fue satisfecha por quien estaba en la obligación de hacerlo, en tanto no se atendió el término de 8 días, concedido para dar respuesta de fondo al derecho de petición instaurado por la tutelante. 

4. La naturaleza de la responsabilidad en los eventos de desacato.

En este acápite es necesario recordar, que siendo el incidente de desacato un mecanismo de coerción que tienen a su disposición los jueces en desarrollo de sus facultades disciplinarias, el mismo está cobijado por los principios del derecho sancionador, y específicamente por las garantías que éste otorga al disciplinado. Así las cosas, en el trámite del desacato siempre será necesario demostrar la responsabilidad subjetiva en el incumplimiento del fallo de tutela, aspecto sobre el cual se ha referido la Corte Constitucional en los siguientes términos:

“30.- Así mismo, el juez de tutela al tramitar el respetivo incidente tiene el deber constitucional de indagar por la presencia de elementos que van dirigidos a demostrar la responsabilidad subjetiva de quien incurre en desacato, por tanto dentro del proceso debe aparecer probada la negligencia de la persona que desconoció el referido fallo, lo cual conlleva a que no pueda presumirse la responsabilidad por el sólo hecho del incumplimiento. De acuerdo con ello, el juzgador tiene la obligación de determinar a partir de la verificación de la existencia de responsabilidad subjetiva del accionado cuál debe ser la sanción adecuada – proporcionada y razonable – a los hechos
.”
“32.- En este punto cabe recordar que, la mera adecuación de la conducta del accionado con base en la simple y elemental relación de causalidad material conlleva a la utilización del concepto de responsabilidad objetiva, la cual está prohibida por la Constitución y la Ley en materia sancionatoria. Esto quiere decir que entre el comportamiento del demandado y el resultado siempre debe mediar un nexo causal sustentado en la culpa o el dolo.”
 (Subrayas fuera de texto).
Adicionalmente ha dicho la Corte Constitucional, que el ámbito de acción del juez que está definido por la parte resolutiva del fallo correspondiente, le obliga a verificar en el incidente de desacato: “(1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada)”
. De existir el incumplimiento “debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho y si existió o no responsabilidad subjetiva de la persona obligada”
.

Dentro del anterior contexto, es preciso señalar, que la responsabilidad es un instituto que impone necesariamente la consecuencia negativa a una acción u omisión, de manera que es indispensable el nexo entre la conducta imputada y las consecuencias negativas que se derivan de dicha conducta.

En el plano de ese nexo (conducta negativa – consecuencia), es que se localiza lo que la doctrina denomina “los eximentes o atenuantes de responsabilidad”.

En los casos de la responsabilidad netamente objetiva, dicho nexo tiene una ocurrencia que evoca la relación de causa-efecto, en la que los matices son mínimos; no obstante, la diferencia con la responsabilidad que supone valorar la posición jurídica del imputado, implica las consideraciones del hecho y la caracterización de la posición material desarrollada por el sujeto.

En el caso del cumplimiento de las órdenes judiciales en sede de tutela, naturalmente que las directrices impartidas están amparadas por el desarrollo mismo de la vigencia de los derechos fundamentales, por tanto, no se duda de la condición de imperio que tienen dichas órdenes.

Aún así, tampoco cabe duda en reconocer que esa posición de imperio refleja también los matices que imponen revisar el comportamiento o la posición  jurídica del imputado; de ahí, que ese tipo de responsabilidades transcurra en la medida de los atenuantes y eximentes de responsabilidad basados en la conducta del sujeto.

Para el caso concreto, el señor Salvador Ramírez López, Subdirector Jurídico Pensional de la U.A.E. UGPP, da cuenta de la circunstancia administrativa que atraviesa, que básicamente se expresa en la afirmación contenida en la contestación del incidente, según la cual: 

“Esta entidad recibió la documentación relacionada con la solicitud de Reconocimiento de Pensión de Sobreviviente, encontrándose a la fecha en estudio, proceso que realiza la entidad con el fin de determinar los derechos solicitados, en el cual se somete a un estudio integral la documentación aportada por los peticionarios, y que debe surtir la siguientes etapas, las cuales se agotaran respecto de cada solicitud, respetando los turnos de radicación en la entidad, a saber:…

Verificados los sistemas de información dispuestos por esta Unidad, se evidencia que la petición objeto de la presente acción actualmente ha culminado el estudio de verificación y autenticidad de los documentos y el expediente fue remitido al área de Determinaciones para que se resuelva la solicitud mediante Acto Administrativo conforme a derecho corresponda.

…

Por lo anteriormente expuesto, solicito respetuosamente a su honorable despacho, se ABSTENGA  de iniciar incidente de desacato, teniendo en cuenta que la orden del fallo de primera instancia esta dirigida contra el GIT y contra la Unidad Administrativa Especial de Gestión pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social – UGPP, la misma se encuentra realizando las gestiones pertinentes con el fin de dar cabal cumplimiento a lo ordenado.

Como consecuencia de lo anterior, igualmente solicito se sirva conceder un término prudencial a la UGPP para establecer la existencia de la solicitud pendiente por parte de la accionante y en todo caso tomar la decisión o acción que en derecho corresponda.”  (Se destaca).

Así las cosas, la omisión en oportunidad (por cuanto la Sala destaca que la orden fue satisfecha), debe ser evaluada por el juez midiendo el grado de culpabilidad para derivar de él, la responsabilidad que se debe endilgar.

En este sentido, el volumen de asuntos, la organización administrativa pendiente y la novedad de la puesta en marcha de una Unidad Administrativa, son realidades materiales con suficiente capacidad para configurar una conducta omisiva, como en realidad sucedió.

En ese ámbito el reproche sancionatorio, de ocurrir, carecería del tono de justicia que justifica su imposición en lo que toca con el aseguramiento de la vigencia de los derechos fundamentales; aspecto éste, que evidentemente no fue observado por el a quo, en tanto literalmente se enfocó en identificar el hecho omisivo y en forma automática derivar la imposición de la sanción, razón por la cual, esta Sala en atención a lo aquí reseñado dispondrá la revocatoria de la providencia consultada, que sancionó con pena de arresto de tres (3) días y multa de cinco (5) S.M.L.M.V. al señor Salvador Ramírez López, en su calidad de Subdirector Jurídico Pensional de la U.A.E. UGPP. 

No obstante, encuentra la necesidad de prevenir a la autoridad accionada, a fin de que una vez supere la transición actual y ponga en marcha todo el aparato administrativo, se abstenga de incurrir en conductas u omisiones que vulneren las garantías iusfundamentales de los interesados, pues en dichas circunstancias, las consecuencias negativas, sin duda tendrán otro matiz.
DECISIÓN
or lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda – Subsección “A”, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE

REVÓCASE el auto de 16 de julio de 2012 proferido por el Tribunal Administrativo del Atlántico, que sancionó con pena de arresto de tres (3) días y multa de cinco (5) S.M.L.M.V. al Subdirector Jurídico Pensional de la U.A.E. de Gestión Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social UGPP, señor Salvador Ramírez López. En su lugar,
DECLÁRASE que no hay lugar a la sanción impuesta por las razones expuestas.
PREVÉNGASE a la autoridad accionada, a fin de que una vez supere la transición actual y ponga en marcha todo el aparato administrativo, se abstenga de incurrir en conductas u omisiones que vulneren las garantías iusfundamentales de los interesados.

Envíese copia de esta providencia al Tribunal de origen.
La anterior decisión fue discutida y aprobada por la Sala en sesión de la fecha.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y COMUNÍQUESE.

GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ ARANGUREN

ALFONSO VARGAS RINCÓN       LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO     
� “Por medio de la cual se escinden unos ministerios, se otorgan precisas facultades extraordinarias al Presidente de la República para modificar la estructura de la administración pública y la planta de personal de la Fiscalía General de la Nación y se dictan otras disposiciones”.


� “Por el cual se determinan los objetivos y la estructura del Ministerio de Salud y Protección Social y se integra el Sector Administrativo de Salud y Protección Social”.





� 25 de junio de 2012. Ver folio 1.


� Cfr. T-1113 de 2005.


� Corte Constitucional, Sentencia T-171 de 2009.


� Corte Constitucional, sentencia T-631 de 2008.


� Ibídem.





